
 

 

Señores 

JUZGADO 86 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C. 

E.  S.  D 

 

 

PROCESO : EJECUTIVO SINGULAR 

DEMANDANTE : CORPORACION SOCIAL DE CUNDINAMARCA 

DEMANDADO : ANA MARCELA OSPINA MORENO Y CARMENZA GARCIA DE LOZANO 

RADICADO : 2023-00053 

 

 

 

ASUNTO: SUSTENTACIÓN RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA AUTO FECHADO EL 8 DE 

FEBRERO DE 2023 

 

 

 

GERMAN ANDRES CUELLAR CASTAÑEDA, domiciliado y residente en la ciudad de Bogotá, D.C., 

abogado en ejercicio, identificado como aparece al pie de mi firma, por medio del presente escrito y 

actuando en calidad de apoderado judicial de la parte demandante dentro del proceso de la referencia, 

por medio del presente escrito y estando dentro del término legal para hacerlo, y conforme al artículo 

318, me permito sustentar RECURSO DE REPOSICIÓN contra el auto proferido en fecha 8 de febrero 

de 2023, notificado por estado del 9 de febrero de 2023, mediante el cual, se decidió RECHAZAR LA 

DEMANDA, ya que, el extremo demandante no subsanó en los términos ordenados en el proveído 

calendado el 23 de enero de 2023. 

 

 

PRONUNCIAMIENTO DEL JUZGADO 

 

 

El JUZGADO 86 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, por medio de auto de fecha 8 de febrero de 2023, 

resuelve RECHAZAR la demanda, ya que, el extremo demandante no subsanó en los precisos 

términos ordenados en el proveído calendado el 23 de enero de 2023. 

 

 

 

ARGUMENTOS DE LA PARTE ACTIVA 

 

1. En primer lugar, resulta primordial manifestar que para el asunto de la referencia no se notificó 

mediante estado electrónico del micrositio la inadmisión del día 23 de enero del año en curso 

la cual el Despacho indica, por lo tanto, no es correcto hablar del incumplimiento de dicha 

providencia. 

 

No existe en el micrositio del juzgado estado alguno relacionado con la inadmisión de la 

demanda, situación que se corrobora en la página de consulta de la Rama Judicial, así: 

 

El estado electrónico del 24 de enero de 2023 consta de dos páginas, en las cuales no se 

evidencia ninguna actuación delegable a las partes procesales del presente asunto. 

 

 



 

 

 

 

 
 

 



 

 

2. Amén de lo anterior, manifiesto que la decisión del Despacho lesiona las garantías procesales 

de la parte demandante, vulnerando el derecho fundamental de acceso a la administración de 

justicia, contemplado en el artículo 228 de la Constitución Política de Colombia, en 

concordancia con el artículo 229 de la misma carta política, y que, según Sentencia T-283/13 

de la Corte Constitucional de Colombia, se define el derecho a la administración de justicia 

por la jurisprudencia constitucional como “la posibilidad reconocida a todas las personas 

residentes en Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y 

tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida 

protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción 

a los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantías 

sustanciales y procedimentales previstas en las leyes”. 

 

Como se venía mencionado, la decisión adoptada por el juzgado afecta el derecho 
fundamental de acceso a la administración de justicia, pues no se está dando un escenario 
que genere las condiciones justas para facilitar y agilizar el acceso a la justicia, pues para el 
asunto de la referencia está claro que nunca se notificó la inadmisión de la demanda en el 
micrositio del Juzgado, y por lo tanto, no se puede manifestar incumplimiento de algo que no 
existe como lo pretende el juzgado de conocimiento, y que, además, lo justifica para rechazar 
la demanda. 
 
En este aspecto, conviene tener presente el principio general del derecho ad impossibilia 
nemo tenetur, según el cual, nadie está obligado a lo imposible (…). 

 

3. Como fundamento adicional, me permito citar un fallo de la Corte Suprema de Justicia, Sala 

de Casación Civil, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona, radicación No. 11001-02-03-000-

2020-02048-00, que en relación con la notificación de autos, refiere entre otras cosas lo 

siguiente: “(…) El régimen de notificación de los autos y sentencias no fue ajeno al «uso de 

las tecnologías» y en tal virtud el precepto 295 ejúsdem además de prever la divulgación de 

estados tradicionales, esto es, la que se hace en la secretaría de las dependencias 

«judiciales», consagró los «estados electrónicos». Dice la norma que la publicación debe 

contener la «determinación de cada proceso por su clase», la «indicación de los nombres del 

demandante y del demandado», la «fecha de la providencia», la «fecha del estado y la firma 

del secretario» (…)”. 

 

Así mismo, la Sala realiza esta aseveración, “(…) En ese sentido, la jurisprudencia 

constitucional ha sido enfática al sostener que «la notificación constituye uno de los actos de 

comunicación procesal de mayor efectividad, en cuanto garantiza el conocimiento real de las 

decisiones judiciales con el fin de dar aplicación concreta al debido proceso» (destacado 

propio. Sentencia T-025-18). De donde fluye que el núcleo esencial de las «notificaciones» en 

general gira alrededor del conocimiento que puedan adquirir los justiciables respecto del 

pronunciamiento que se les informa, con sujeción a las formalidades prescritas por el 

legislador, en aras de consolidar el «principio» de publicidad de las «actuaciones judiciales» 

(…)”. 

 

“(…) Sobre ese axioma se tiene decantado que alberga un «carácter indispensable para la 

realización del debido proceso, en tanto implica: (i) la exigencia de proferir decisiones 

debidamente motivadas en los aspectos de hecho y de derecho; y (ii) el deber de ponerlas en 

conocimiento de los sujetos procesales con interés jurídico en el actuar, a través de los 

mecanismos de comunicación instituidos en la ley, con el fin de que puedan ejercer sus 

derechos a la defensa y contradicción» (C.C. T-286 de 2018), porque la «publicidad de las 

decisiones judiciales» juega un papel preponderante en la democracia del Estado en tanto 



 

 

contribuye a la legitimidad de la administración de justicia y permite que los ciudadanos 

ejerzan varias prerrogativas que componen el «debido proceso», como el derecho a ser oído 

en juicio que presupone necesariamente haberse enterado de su existencia y de su posterior 

impulso (…)”. 

 

“(…) En ese orden, tratándose de «estados electrónicos» es apropiado que la «publicación» 

contenga, además de las exigencias contempladas en el artículo 295 ídem, la «información» 

trascendente de lo resuelto por el funcionario, para asegurar que el litigante no solo conozca 

el hecho de haberse emitido la providencia, sino su verdadero alcance (…)”. 

 

“(…) Sobre el punto, se ha esgrimido que «las consecuencias del error judicial no pueden 

gravitar negativamente en la parte procesal que lo padece, hasta el punto de perder la 

oportunidad de defenderse por haber conformado su conducta procesal a los informes 

procedentes del despacho judicial…; claro es que los errores judiciales se deben corregir, 

pero no a costa del sacrificio del legítimo derecho de defensa y menos de la buena fe puesta 

en los actos de las autoridades judiciales» (STC14157-2017) (…)”. 

 

“(…) En resumen, en el «estado electrónico» es propicio incluir la «idea central y veraz de la 

decisión que se notifica» y en caso de que aquél presente yerros trascendentes en relación 

con lo proveído, el tema deberá ventilarse por conducto de la nulidad procesal si se cumplen 

los presupuestos de tal institución (…)- 

 

Mas adelante, la Sala de la Corte señala otro aspecto transcendental así, “Por tal motivo, ante 

casos como el estudiado, debe garantizarse la publicidad de las actuaciones a través de los 

medios disponibles, porque el paradigma de la virtualidad de los procedimientos impone el 

respeto de las prerrogativas de los usuarios de la administración de justicia y, del mismo modo, 

corresponde dar preminencia al principio pro actione, según el cual, debe buscarse la 

interpretación más favorable para el ejercicio de la acción evitando su “rechazo in limine””  

 

4. Se reitera, al presente escrito se anexa una copia del estado electrónico No. 004, del 24 de 

febrero de 2023, del JUZGADO 86 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTA, en los cuales, es evidente 

la inexistencia de publicidad de los autos referidos. En esos estados no existe para el asunto 

de la referencia ningún tipo de información relacionada con la determinación del proceso por 

su clase, la indicación de los nombres del demandante y demandado, la fecha de la 

providencia, etc., de conformidad con el Art. 295 del C.G.P. 

 

5. Igualmente, es importante señalar que la conducta adoptada por el Despacho también se 
constituye como una violación al derecho al debido proceso, señalado en Sentencia C – 163 
de 2019, de la Corte Constitucional, como el “conjunto de garantías destinadas a la protección 
del ciudadano vinculado o eventualmente sujeto a una actuación judicial o administrativa, para 
que durante su trámite se respeten las formalidades propias de cada juicio. En consecuencia, 
implica para quien asume la dirección del procedimiento la obligación de observar, en todos 
sus actos, la plenitud de las formas previamente establecidas en la Ley o en los reglamentos. 
Esto, con el fin de preservar los derechos de quienes se encuentran incursos en una relación 
jurídica, en todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, modificación o 
extinción de un derecho o una obligación o a la imposición de una sanción”. (subrayado no 
hace parte del texto original) 
 
Continuando la idea precedente, conviene citar un fragmento de la Sentencia STC5002-2020 
de la Corte Suprema de Justicia, Radicación No. 11001-02-03-000-2020-01381-00, M.P. 
FRANCISCO TERNERA BARRIOS, fecha 31 de julio de 2020, donde se indicó lo siguiente: 
“Esta interpretación acompasa perfectamente con el mandato contenido en una norma 



 

 

adjetiva aplicable al asunto: el artículo 4º del Código General del Proceso, en cuya virtud “[a]l 
interpretar la ley procesal el juez deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos 
es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial (…)”. 
 
Esta providencia, de fecha 8 de febrero de 2023, pone en estado de indefensión a la 
CORPORACION SOCIAL DE CUNDINAMARCA, comprometiendo la devolución de los 
recursos dinerarios de una entidad pública y adicionalmente, se reitera, vulnerando 
abiertamente el derecho al debido proceso, definido en otra oportunidad por la Corte 
Constitucional como “el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través 
de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o 
administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación 
correcta de la justicia. Hacen parte de las garantías del debido proceso”.  
 
En ese sentido, nos encontramos, entonces, en circunstancias de franca e insuperable 
vulnerabilidad. 
 

6. Como aspecto final, comedidamente solicitamos al Despacho la remisión de todos los 

documentos que conforman el expediente de la referencia o suministrar link, que permita 

acceder al dossier, en el caso de ser necesario acudir a futuras acciones constitucionales. 

 
 

Por los argumentos anteriormente expuestos, de la manera más respetuosa, solicito al Despacho se 

sirva REVOCAR el auto de fecha 8 de febrero de 2023, y en su lugar, darle al presente proceso 

ejecutivo el trámite que por ley le corresponda. 

 

 

PRUEBAS 

 

• Estado electrónico DEL 24 DE ENERO DE 2023 ESTADO No. 004 

 

 

 

Del señor Juez. 
 
 
Comedidamente, 
 
 
 
 
 
 
GERMAN ANDRES CUELLAR CASTAÑEDA 
C.C. No. 1.018.450.226 de Btá. 
T.P. No. 283.680 del C.S. de la J. 
Correo electrónico gcuellar@scolalegal.com  
C – 3479 
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